LAS RELACIONES LABORALES CONTINUAN CAMBIANDO: NUEVO REGIMEN DE PRESCRIPCION DE CREDITOS LABORALES Y MAYOR REGULACION EN MATERIA DE SUBCONTRATACION
A partir del año 2005 nuestro país modificó el régimen jurídico de sus relaciones laborales. A tal punto se produjo dicha modificación, que la nueva realidad determinó un cambio notorio de modelo. La derogación de algunas normas y la entrada en vigencia de otras ambientaron esos cambios. El año 2007 se inicia en la misma línea. Pocos días atrás entraron en vigencia dos normas que, al igual que otras dictadas en el pasado, generan nuevas reglas de juego y confirman la tendencia de propender hacia mayores prerrogativas y beneficios para los trabajadores. Se trata ni más ni menos de la ampliación del plazo de prescripción de los créditos laborales, así como la consagración de la responsabilidad solidaria de empresas que utilicen personal subcontratado o tercerizado.
Prescripción de créditos laborales
Previo al análisis del nuevo régimen de prescripción, entendemos clarificador distinguir conceptualmente el crédito laboral de la acción legal originada en la relación de trabajo. Ello, dado que poseen plazos de prescripción diferentes y que muchas veces se prestan a confusión.
La acción legal originada en la relación de trabajo, esto es, el proceso judicial tendiente a obtener por parte del trabajador el cobro de su crédito laboral, prescribe en el plazo de un (1) año, contado a partir del día siguiente al de finalización de la relación laboral. Por su parte, el crédito laboral – esto es las sumas que el trabajador posee eventualmente derecho a percibir en virtud de haberlas generado durante la relación laboral -- a partir de la reciente Ley 18.091, prescriben a los cinco (5), contados desde la fecha en que el mismo se hizo exigible. La distinción entre la acción originada en virtud de la relación de trabajo y el crédito laboral es sustantiva, en tanto una depende de la otra. Si el trabajador no ejercita la acción dentro del año, no podrá reclamar y por ende hacer efectivo su crédito laboral, aún cuando este posea un plazo de prescripción de cinco (5) años. 
Es necesario que movilice la acción, pudiendo su reclamo abarcar un período de cinco (5) años, respecto de los rubros que entienda se le adeudan.
Los plazos de prescripción en materia laboral han sufrido varias modificaciones. Hasta el año 1998 la acción originada en la relación de trabajo prescribía a los dos (2) años de finalizada la misma, y el crédito laboral poseía un plazo de prescripción de diez (10) años. Luego, a partir de la Ley 16.906 – tendiente a lograr el fomento de las inversiones – los plazos fueron reducidos a uno (1) y dos (2) años respectivamente. La norma dictada pocos días atrás mantiene el año para la acción, pero amplía de dos (2) a cinco (5) años el plazo de prescripción del crédito laboral. 
Otra modificación sustancial introducida por la reciente norma, refiere a la forma de interrupción de la prescripción. 
Esto es, que actos cumplidos dentro del año que dispone un trabajador para ejercitar la acción, interrumpen dicho plazo y por ende lo habilitan a reclamar judicialmente su crédito laboral. Hasta el dictado de esta norma, los actos interruptivos eran: por un lado, audiencia de conciliación administrativa en el MTSS, seguida de demanda judicial dentro de los treinta (30) días posteriores o, presentación de demanda o, según el criterio que se adoptara, demanda notificada, esto es, emplazamiento. Sobre este último acto interruptivo, tanto la jurisprudencia como la doctrina laboral se encuentra dividida.
Hay quienes sostienen que la prescripción se interrumpe – en la órbita laboral, en aplicación del principio protector entre otros – con la mera presentación de la demanda. Otra postura sostiene que la prescripción la interrumpe la demanda notificada, es decir, el emplazamiento. Esta última postura está en consonancia con el principio general y normas de derecho positivo, que claramente establecen – no ya en materia laboral sino con alcance general – que la prescripción es interrumpida por el emplazamiento y no con la mera presentación de la demanda.
La norma que estamos analizando hace estéril la discusión. Ello, por cuanto establece como acto interruptivo de la prescripción para entablar acciones originadas en una relación de trabajo, la mera solicitud de audiencia de conciliación ante el MTSS, por el propio trabajador o su representante. 
Tal circunstancia determina que, aún el trabajador no concurra a la audiencia ni presente luego demanda judicial, la prescripción quedó interrumpida, conservando la posibilidad de accionar. 
Por tanto, esta norma posee dos aspectos relevantes: amplía el plazo de prescripción de los créditos laborales y, además, establece un mecanismo mucho más sencillo e informal para que el trabajador pueda interrumpir la prescripción establecida para entablar la acción originada en una relación de trabajo.
Nuevo régimen de subcontratación y tercerización de personal
En los últimos años la subcontratación o tercerización de personal se constituyó en una práctica frecuente. Empresas que contrataban (tomadora de personal) a otras empresas (prestadoras de personal) para que les proveyera personal tendiente a cubrir determinadas necesidades organizacionales. 
Esta modalidad de contratación fue exitosa, en tanto la relación laboral se entablaba entre la empresa prestadora de personal y el funcionario. 
La tomadora quedaba exenta de los riesgos y contingencias propias de todo vínculo laboral, y de ahí que muchas veces se optara por esta forma de contratación, precisamente, en tanto el riesgo era soportado por otro. 
Cierto es que desde tiempo atrás se plantea el debate en torno al grado de responsabilidad que debe atribuírsele a la empresa tomadora de personal. Incluso, con anterioridad a la aprobación de la norma que entró en vigor pocos días atrás, existieron proyectos de ley en los cuales se les atribuía responsabilidad subsidiaria. 
Esto es, se les exigía en dichos proyectos que controlaran a la empresa prestadora del personal, en cuanto a la regularidad y cumplimiento del pago de los rubros laborales, aportes a la seguridad social, Banco de Seguros del Estado y demás obligaciones. 
La subsidiariedad de la obligación estaba dada en que, en caso que la empresa prestadora de personal incumpliera cualesquiera de sus obligaciones para con el trabajador, y este a su vez no pudiera satisfacer contra ella su crédito, tuviera la posibilidad de reclamarle a la empresa tomadora, con carácter subsidiario, el pago de su crédito laboral.
La norma de reciente aprobación no consagra responsabilidad subsidiaria de la empresa tomadora de personal. Establece la responsabilidad solidaria junto con la empresa prestadora, esto es, las coloca en un plano de igual respecto del cumplimiento de las obligaciones para con los trabajadores. 
Por tanto, si bien la relación laboral se entabla – al menos en la mayoría de los casos – entre el trabajador y la empresa prestadora, la tomadora igualmente asume solidariamente la obligación de pago de todas las obligaciones atinentes a la relación de trabajo.
Ello determina que, el trabajador, en caso de entender que se le ha incumplido el pago de sus haberes, puede demandar indistinta o conjuntamente a ambas empresas, las cuales deberán responder, en caso que corresponda, frente al reclamo planteado.
Como antecedentes de la norma de reciente data, encontramos que el Parlamento ratificó el 26 de Setiembre de 2003 el Convenio Internacional de Trabajo (CIT) sobre Agencias de Colocación. En dicha CIT se distingue el tipo de actividad de las denominadas Agencia de Empleo (puede haber subcontratación y/o tercerización en hipótesis donde no actúan estas Agencias, como por ej la contratación de una empresa de limpieza o vigilancia que provea de limpiadores o guardias a la empresa contratante, entre otras posibilidades). 
Su actividad puede estar destinada a vincular oferta y demanda de empleo, sin que la Agencia constituya parte en las relaciones laborales que pudieran generase. En esta hipótesis la responsabilidad solidaria no se aplica, sino que es directa y exclusiva de la empresa que recibe el personal, en tanto empleadora. 
Por el contrario, si su cometido es emplear trabajadores con el fin de ponerlos a disposición de terceros, quedando el vínculo laboral entre la Agencia y el trabajador, deviene aplicable, para la empresa tomadora, la responsabilidad solidaria establecida en la norma que se acaba de aprobar.
Otro aspecto saliente de la misma, es la imposiblidad por parte de las empresas de utilizar subcontratistas, intermediarios o suministradores de mano de obra, para sustituir trabajadores en seguro de paro por suspensión total o parcial de tareas, o cuando exista en la empresa un conflicto colectivo. 
Si bien en los hechos esta imposibilidad suele darse – en tanto los sindicatos condicionan o exigen que no se contrate personal externo para sustituir a aquel que se encuentra en conflicto o fue enviado al seguro de desempleo por suspensión de tareas – tal impedimento no había sido todavía consagrado en ninguna norma. 
Su expresa consagración legal replantea la pugna entre derechos de rango constitucional. 
Esta disposición entendemos que confronta el derecho de libertad sindical por un lado, y el derecho al trabajo y la libertad de comercio por otro. 
Las normas cuyos aspectos más salientes venimos de destacar, se enmarcan dentro de lo que tiempo atrás denominamos como el nuevo marco legal de las relaciones laborales en el Uruguay.
Entendemos que no deben analizarse de modo aislado sino dentro del contexto dentro del cual han sido aprobadas. 
Continúan una línea iniciada a principios del año 2005, y consolidan una marcada tendencia a conceder mayores prerrogativas y beneficios a los trabajadores. 
Contra ellas, al igual que respecto de otras, se han alzado voces disidentes señalando que puede afectarse la generación de fuentes de trabajo y hasta el funcionamiento de importantes sectores de la economía nacional. 
Acaso debamos pensar si el derecho, en este caso, cumple con su insustituible finalidad de armonizar y contemplar los necesarios equilibrios entre todos los actores, o, si por el contrario, debe recomponer equilibrios que en cierta medida hoy parecen afectados.
